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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Maria Eugenia Vílchez
Moya contra la resolución de fojas 119, de fecha 18 de octubre de 2017, expedida por la
Cuarta Sala Civil de 1a Colte Superior de Justicia de Lima, que declaró improcedente ia
demanda de autos.

FUNDAMENTOS

F)r la sentencia emitida en el Expediente 0098 7-2014-PA/'l C, publicada en el diarro
ol\ci¿l El Perudno el 29 de agosto dc 201,1, este Tribunal estableció, en el
l'undameÍlto 49, con caráctcr de precedenle. que se expedirá senlencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguicntes
supueslos. que igualnente están coDtenidos cn l]l artÍculo 11 del Reglamenlo

dei T bu¡al Constitr.icional

Carezca de fundamentación Ia supuesta vulneración que se invoque.
La cueslión de Derecho contenida en el recu¡so no sea dc especial
tmscendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T bulul
Constitucional.
Se haya decidido de ma[eia desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuesfión de Derecho de especial t¡asce¡de¡cia constitucional- Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con ei contenido
constilucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de otro modo, y teniendo en cuenta lo precisado en el t'undamento 50 de

la sen¡encja cn'¡itida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no rer isre
especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (1) si una futura
resolución del Tribunal Constillrcional no soluciona aleún conllicto de relevancia
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constitucional, pues no existe lesión que comprometa el derecho lundamental
involuc¡ado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la ria
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tuteiar de mar,era urgente el derecho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objetjvas que habililen a

este órgano colegiádo para emitir un pronunciamiento de londo.

5. Según la accio[ante, han vulnerado sus derechos fundamentales al trabajo, a Ia
tutela jurisdiccional efectiva y al debido proceso, este último en sus manif'estación
de derecho de defensa; toda vez que se declaró improcedente su recurso de casaciún
sin apreciar "los indicios razonablcs que se desprenden de Ia coacción y/o
intimidación para conseguir la renuncia de más de 50 trabajadores" (sic).

en a través del proceso de amparo, cl jucz co¡rstitucional pucdc cxaminar la
ial, no es labor de Ia justicia'sunla inconstilucion¿lidad de una resolución judic

constitucional subrogar al juez ordina o en la il1telpretación y aplicación de 1os

dispositivos legales, como tampoco lo cs el revalorar los medios probatorios que
fucron sustanciados en el proceso llevado a cabo ante la justicia o¡dinaria. En este

sentido, el amparo contra resoluciones judiciales no puede servir paIa replantear
una controversia resuelta por los órganos jurisdiccionales ordinarios, pues no
constituye un medio impugnatorio que continúe revisando una decisión que sea de
exclusiva competencia de la jurisdicción ordinaria.

Esta Sala del Tribunal Constitucional aprecia que lo realmente solicitado es que se
revise en vía constitucio¡al lo firlalme¡te resuelto por la Sala Suprema demandada-
Io que resulta manifiestamente improcedente.

8. En consecuencia. se verillca que el presente recurso de agravio ha incu¡rido cn la
causal de ¡echazo prevjsta cn el acápite b) del fundamento 49 de la sententia
emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo 11 del
Reglamento Normativo del Tribt¡nal Constilucional. Por esta razón, corresponde
declarar, sin más trámite, improcedente el recurso de agmvio corlstitr¡cional.

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

4. E¡r el presente caso, la recurrente solicita que se declare nula la resolución de licha
9 de junio de 2016 (l 3) emitida por la Segunda Sala de Derecho Constitucional y
Social Transitoria de la Coñe Suprema de Justicia de la República, que declaró
improcedente el recurso de casación (Casación Laboml 9067-2015 LIMA) que

interyuso contra la sentencia de vista de fecha 23 de abril de 2015 (t 8), que

declaró infundada su demanda laboral sobre desnaturalización de contrato modal v
reposición por despido fraudulento.
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Por estos fundamentos, el TribL¡¡al Constitucional, con la autoridad que le
conliere l¿ Constitución Politica del Perú, el fundamento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barem, convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Ferrero Costa.

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de
l)crccho contcrida cn cl recurso carecc dc cspccial trascendencia constitucional.

Publiquese y notifiquese

SS,

MIRANDA CANAI,ES
SARDÓN DE TABOADA
I'SPINOSA.SALDAÑA BARRE ti
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I.uNI)Al\IIrN't o DIt vor'o DEL NIAGISt R^Do SARDÓN DIr. TARoAD^

hn el Expedicnte 05057-2013 PA/TC (caso Huatuco Iluatuco), así coúo en otros
(0678-2014 PA/lC, 1764 2014-PA/TC, etc.), he sostenjdo que la reposición laboral no

tiene sustento en la Constitución Politica del Pcru, y la misma solo derrva de una

interyretación er¡ada del contenido del derecho al trabajo realizada por el Tribuna]

Constitucional.

L,a scñora Vilchez Moya, argumcntando la vul¡caación de su derecho aJ dcbido proccso.

ouestiona la resolución dc 9 de junio de 2016, que declaró imp¡occdente su ¡ecu¡so de

casaciónl asj como la resolucjón dc vist¿ de 23 dc abril de 2015, que cn segunda

inslaDcia o grado declaró jnfundada su demanda dc dcsnaturalización dc contrato modal

y rcposicirin por dcspido fraudulento. Pretcndc asi que, previa declaratoria de nulidad de

las resolucio¡cs judiciales cüestionadas, se viabilice su ¡eposición laboral.

Más allá quc el fiD mcdiato del amparo sca la reposicióD laboral, asunto que no

compato y para cllo me remito a las decisiones ariba citadas, advicfto que se pretende,

cn esla scdc constituctonal, el replanleo de lo resuelto en sede ordinaria, es deci¡, qlle se

vuclva a cvalua¡ si coi_rcspondc decretar su reposición laboral.

Asi las coses, el prcsirntc RAC carccc dc ¡rspecial lrasce¡rdcncia constitucional

S.
/-)

Lo qu
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VO'TO SINGI]I,AR DEI, MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con ia poteslad que mc otorga la ConstitL¡ción, y con el mayor respeto por la ponencla

de mi colega r¡agistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedeDte vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INI FIRLOCU'IORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:
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IiL TRIBUNAL CoNSTITIjCIoNAL CoMo CORTE DE RIiVISIÓN O FALLO Y NO DE

CASACIóN

La Coistitució¡ de 1979 creó el Tribunal de Garaltías Constitucionales oomo
instancia dc casación y la Conslilución de 1993 convirtió al 'l'ribunal Constituciolal
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez e¡ nuestra historia
constitncio¡al, dispuso la creación de un órgano ad ioc. indepcndicntc del Poder

Judicial, con la tarea de garantizar la sLLpremacía constitucional y la vigencia plena
de los clerechos hurdamentales.

2. La Ley lundamental dc 1979 es¡ableció que el Tribunal de Garantias
Constilucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenia j urisdicción
en todo el teritorio Dacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos dencgados por el Poder Judicial, 1o que implicó quc dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en fo¡ma definitiva sob¡e la causa. Es

decir, no se pronunciaba sob¡e los hechos invocados como alneIraza o lesión a los
dereuhos ¡e.onocidos cn l¿ Consrirución.

l. En csc sentido, la Ley 23385, Ley Orgárica del Tribunal de Garantías
Constitucionales. vigentc cn ese momento, estableció, en sus artículos 42 ai 46, que
dicho órgano, al enconlrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lo¡ma enada o ha jncurrido en graves vicios procesales en la
tramitación ), resolución de ia demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicja dc Ia
Rcpública (reenvío) pam que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimicnto que, a todas luces, dilalaba en exceso los procesos constitucionales
mcncionados.

,1. Ill r¡odclo dc tutela ante amenazas y vr¡lne¡ación de derecbos fuc seriamente
modificado eD la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos dc tutcla de dos a cuatro. a saber, habeao^ corpus, añ.pañ, hdbeas darta

y acción de cumplimienlo. En segtu]do lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de cortrol dc la constitucionalidad. aun cuando la Constitución 10

calillca crróncamente como "órguuro de cont¡ol de la Constitución". No obstante. en

try\
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mate a de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el

Tribunal Constitucional es instaücia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su afículo 202, inciso 2,
prescribe que corespondc al lribunal Constilucional "conocer, en úllimd y
deli itita instancia, las resoluciones denegatorías díctadas en los procesos de

habeas corpus, atmparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los de¡echos fundamenla.les,
exige que eJ Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstima amenazádo o agraviado en un dereclto fundameütal. Una lectu¡a diversa
oontravendría nandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defcnsa dc la persona humana y ei respeto de su dignidad como fiIr supremo de ia
sociedad y del llstado (afículo 1), y "la observancia del debido proceso y tutela

iuriÍdicc¡ondl. Ninguna pcrsonu pücde set dest,iada de la jut¡sdicc¡ófi
pt edelenlinada por la lcy, ni someÍida d procedimienlo dislinto de los preNiamenfe

establccido.¡, ni ¡uzgadd por órgunos ¡utisdiccionales de excepción ni por
cofiisiones especiales creadas al eJécto cualquiera sea su denomifilción",
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dil¿rencia de lo que acontecc en otros paises, e¡1 los cuales el

acceso a la illtima instancia oonstitucional liene lugar por la vía del certiordri
(Suprema Corte de los Estados Unidos), cn cl Perú el Pode¡ Constituyente optó po¡
un órgano supremo de interpretación de ia Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta amenaza o lesióü de ür derecho fundamental, se

debe abrir ia via co(espondienle para ql¡e el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero Ia ¿pertura de esta vía solo se produce si se pemite al
peticionante colaborar con 10s jucces constitucionales mediante un pornenorizado
anili.r' dc lo quc sc pretende. de lc que se inroca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa: además, ul'r 'l'ribunal Conslilucional constituye el más
cfcctjvo medio de del¡nsa de los de¡echos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia ei triunfo de ]a justicia frente a la
arbitrariedad.
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El, DERfcHo a sER oiDo coMo Nl,\Nll'Est ACtó\ DIi LA DEMoCRATIZACIóN DE Los
l'RocESos CoNS I ITt ctoNALr,;s DE LA l,tBrlllraD

8. La administración de justicia conslilucionai de la libertad que brinda el 'I'ribunal

Constitucional. desde su creación) es respctuosa, como corresponde, del derecho de

try\
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delénsa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el dereoho a ser
oido con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

dete¡njnen sus dcrechos. intereses y obligaciones.

9. Precisame¡1te, mi alejamiento respecto a la emisión de tura resolución constitucional
silr realizarse audicncia de vista cstá re]acionado con la dcf'ensa, la cual, sólo es

ctictiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concrelándose el p¡incipio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucioial.

10. Sobre la intervenoió! de las pafes. correspondc señalar que, en tanto que la
polestad de adninistrar justicia conslituye una manifestación del poder que el
Bstado ostenta sobre las personas. su cjcrcicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo quc
úrcluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la pafiicipación directa de las pal1es, en defensa de sus intereses,
que sc concede en la audiel1cia de vista, también constituye un elemento que
democraliza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de inierés de
una persona sin permitirle alegar Io conespondiente a su favor, lo que resulta¡ía
excluyente y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porqL¡e el Tribunal Constitucional se
legitina no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus ftrzones, po¡
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Corte Interamericana de De¡echos Htu'nanos ha establecido que el
dereclro de del'ensa "obliga al Estado a tratar al indiyiduo en todo moñento como
un wrdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
simplemenle como objeto del mismo"t, y qte "para que exísta ¿lebido proceso legal
es preciso que u juslíciable pueda hacer yalet sus derechos y defender sus
tntrrcse\ en._fot tna efcttiro y rn condicit¡nes de igualdad procesal con ohos
i11\ti, iahlr\"'

I Corte IDH. Caso Barelo Leiva vs. Venezuela. sentencia <lel 17 de noviembre de 2009-
pánafo 29.
2 Cofie IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y ottos vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 de junio de 2002, ptu'rafo 146.

tvl
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECT]Rso DE AcRAVIo CoNSTTTUCIoNAL

13. E1 rnodelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitucióü no puede ser
desvi¡tr¡ado pot el Tribunal Constitucional si no es co¡ grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo. pero no su reformador, toda
vez que como órgano coDstituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuando sc aplica a un proceso constitucional de la libeñad la denominada
"senlenoia interlocutofia", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el T¡ibunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho mcnos "rccalificar" el rccurso de agravio consti¡ucional.

15. De conl'ormidad coD los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional. el
'I¡ibru]al Constitucional no "concede" el ¡ecurso. Esta es una compete¡cia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al lribunal lo que le conesponde es colocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso! sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefensión.

16. Por ot¡o lado, la "sentencia inlerlocuto a" establece como supuesfos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supüestos especílicos. a saber,
identilicar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbit¡ario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de dei'ensa, eI1 su maniléstación de ser
oido con las debidas garantías" pues ello daria lugar a decisiones subjerivas y
ca¡entes de predictibilidad, afectando lotab]emente a los jusliciables, quienes
tenüían que adivinar qué resolverá el 'Iribunal Constitucional antes de presentar su
rcspectiva dcÍDanda.

17. Por io demás, m¡, tatis muldndis, el precedente viocula¡te contenido en la Sentencia
00987-201,1-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
lallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, via previa,
vías paralelas. litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de qr¡e los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtua¡ la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

l,w
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19. Por tanto. si se tiene en cuenla que 1a justicia en sede constitucioral representa la
última posibilidad para proteger y repara¡ los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presentc caso se convoque a audiencia para ia
vista, lo que gar¿ntiza que el Tribunal Constilucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

de¡echos esenciales cua¡do no encuenlan justicia en el Poder Judicial;
cspecialmentc si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciabie
solo ic qucda cl camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humarlos.

s

FI',RRERO COSTA trww*l Log

*

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la delensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una del'ensa total de la Constitución, pues si loda garantia constitucional
ent¡aña el acceso a la p¡estación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
estli def'endiendo el de los demás y cl de Ia comunidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".


